
MINISTERIO DE DEFENSA

12160 REAL DECRETO 1029/1984, de 23 de mayo, por el 
que se concede la Gran Cruz de la Real y Militar 
Orden de San Hermenegildo al General Auditor 
de la Armada don Emilio Jiménez Villarejo.

En consideración a lo solicitado por el General Auditor 
de la Armada don Emilio Jiménez Villarejo, y de confor­
midad con lo propuesto por la Asamblea de la Real y Militar 
Orden de San Hermenegildo,

Vengo en concederle la Gran Cruz de la referida Orden 
con antigüedad del día 5 de enero de 1684, fecha en que cumplió 
las condiciones reglamentarias.

Dado en Madrid a 23 de mayo de 1984.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa,
NARCISO SERRA SERRA

12161 ORDEN 111/00289/1984, de 5 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 27 de sep­
tiembre de 1983, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don José Arce Brotóns, ex 
Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia- 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don José 
Arce Brotóns, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 29 de diciembre de 1980 y 14 de mayo 
de 1981; se ha dictado sentencia con fecha 27 de septiembre de 
1983, cuya parte dispositiva es como sigue.-

«Fallamos: Declaramos no haber lugar a la causa de inadmi­
sibilidad planteada por el señor Abogado del Estado y estima­
mos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don 
José Arce Brotóns, en su propio nombre y derecho, contra las 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 29 de diciembre 
de 1980 y 14 de mayo de 1981, dictadas en el expediente admi­
nistrativo a que se refieren estas actuaciones, resoluciones que 
anulamos por no ser conformes a derecho en cuanto que a los 
efectos de aplicación de los beneficios del Real Decreto-ley 8/ 
1978 determinaron como empleo que hubiera alcanzado el recu­
rrente el de Cabo primero, y declaramos que el indicado empleo 
hubiera sido el de' Capitán, y no hacemos expresa imposición 
de costas.

As! por nuestra sentencia, testimonio de la cual será remi­
tido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 54/ 
1982, de 19 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de marzo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General. Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

12162 ORDEN 111/00290/1984, de 5 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 4 de octubre 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por doña Bienvenida Galmes Ametller, 
viuda de don Simón Hernández Moya, ex Cabo de 
Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única Instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, doña Bien­
venida Galmes Ametller, quien postula por si misma, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 30 de marzo de 1981 y 1 de julio 
siguiente, se ha dictado sentencia con fecha 4 de octubre de 
1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Desestimamos la causa de inadmislbilldad plan­
teada por el señor Abogado del Estado y desestimamos el re­
curso contencioso-administrativo interpuesto por doña Bienve­
nida Galmes Ametller, en su propio nombre y derecho, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 30 de marzo de 1981 
y 1 de julio siguiente, dictadas en el expediente administra­

tivo a que se refieren estas actuaciones, resoluciones que decla­
ramos conformes a derecho, y no hacemos expresa imposición 
de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden'del Ministerio de Defensa 54/ 
1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de marzo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

12163 ORDEN 111/00292/1984, de 5 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 4 de octubre 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Juan García Rodríguez, ex 
Sargento de Infantería, y seguido por su viuda, 
doña Teresa Alcaide Sánchez.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Juan 
García Rodríguez, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración. Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de. 25 de marzo y 21 de julio de 1981, se ha 
dictado sentencia con fecha 4 de octubre de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Declaramos no haber lugar a la causa de inadml- 
sibilidad planteada por el señor Abogado del Estado y estima­
mos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el 
Procurador don Juan Luis Pérez-Mullet Suárez, en nombre 
y representación de don Juan García Rodríguez y, por falle­
cimiento de éste, en el de su viuda, doña Teresa Alcaide Sán­
chez, contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 25 de 
marzo y 21 de julio de 1981, dictadas en el expediente adminis­
trativo a que se refieren estas actuaciones, resoluciones que 
anulamos por no ser conformes a derecho, y declaramos que 
procede admitir a trámite la instancia que en su día presentó 
la parte recurrente en solicitud de acogerse a los beneficios 
del Real Decreto-lev 8/1978, y no hacemos expresa imposición de 
costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de corformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
27 de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 54/ 
1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de marzo de 1984.—P. D., el Director general de 

Personal, Federico Michavila Pallarés.
Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­

cito (JEME).

12164 ORDEN 26/1984, de 18 de mayo, por la que se 
señala la Zona de Seguridad de diversas instala­
ciones radioeléctricas del Ejército del Aire, ubica­
das en la Tercera Región Aérea.

Por existir en la Tercera Reglón Aérea instalaciones radio- 
eléctricas del Ejército del Aire, para las que se establecieron 
Zonas de Seguridad mediante las Ordenes números 149/1981 
y 151/1981, de 19 de octubre («Boletín Oficial del Estado» nú­
mero 262) ¡ números 188/1981 y 172/1981, de 25 de noviembre 
(«Boletín Oficial del Estado» número 282); número 177/1981, de 
3 de diciembre («Boletín Oficial del Estado» número 301), y nú­
mero 32/19B2, de 19 de febrero («Boletín Oficial del Estado- 
número 61), y por haber sufrido variaciones los datos que en. 
ellas se especificaban, sé hace aconsejable la redacción de una 
nueva Orden que actualice los indicados datos y preserve 
tales instalaciones de cualquier obra o actividad que pudiera 
afectarlas, de conformidad con lo establecido en el Reglamen­
to de Ejecución de la Ley 8/1B75, de 12 de marzo, de Zonas 
e Instalaciones de interés para la Defensa Nacional.


